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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En San Andrés Cholula, Estado de Puebla, a las once horas con treinta minutos 
del tres de septiembre de dos mil veintiséis, fecha y hora señaladas para la 
celebración de la audiencia constitucional de pruebas, alegatos y sentencia 
prevista en el artículo 124 de la Ley de Amparo, en los autos del juicio de amparo 
indirecto número 770/2026-I, ante la presencia judicial Jorge Arroyo Martínez, 
Juez Séptimo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y 
de Juicios Federales en el Estado de Puebla, asistida de Mirna Sánchez Paz, 
Secretaria que autoriza y da fe, declaró abierta la audiencia con fundamento en el 
artículo 124 de la Ley de Amparo, sin la comparecencia de las partes, ni 
representante de ellas. 

Abierta la audiencia de ley, la secretaria hace relación de las constancias que 
obran en autos. 

Asimismo se da cuenta con el escrito registrado con el número de promoción 
16124.

Por otra parte, se da cuenta con el estado que guardan los autos, de los que se 
advierte que en auto del diecinueve de junio de dos mil veintiséis, se reservó 
proveer sobre la prueba de inspección judicial que ofreció la parte quejosa, 
hasta en tanto obrara el informe justificado de la autoridad responsable.

A lo que el Juez acuerda: Téngase por hecha la relación de constancias que 
antecede para que surta los efectos legales procedentes.

Alegatos. La parte quejosa formula manifestaciones en forma de alegatos; los que 
se relacionaran en la etapa respectiva.

Por otra parte, respecto a la prueba de inspección judicial ofrecida por la quejosa 
se estima que debe desecharse.

Lo anterior ya que de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 119 y 120 de la Ley 
de Amparo, previa a la admisión y tramitación de las pruebas testimonial, pericial e 
inspección judicial, se requiere que el oferente reúna elementos formales y 
materiales, y la carencia de ellos generará procesalmente el desechamiento de las 
probanzas.

Los elementos de valoración formales de las pruebas son los siguientes:

a. Se ofrezcan a más tardar, 5 días hábiles antes de la audiencia constitucional, 
sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia.

b. Se exhiban los interrogatorios para examinar a los testigos, el cuestionario para 
los peritos o los puntos sobre los que deba versar la inspección. 

c. Se exhiban las copias respectivas para correr traslado a las partes; y,
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2

d. Tratándose de la prueba testimonial, únicamente se aceptarán tres testigos por 
cada hecho.
Ahora, debe decirse que el motivo para desechar la prueba de inspección judicial 
ofrecida por la quejosa es que no es idónea para acreditar lo que pretende, por 
los siguientes motivos.

En principio debe decirse que la inspección judicial consiste en una prueba que 
tiene un propósito definido durante el trámite del juicio de amparo, consistente en 
que el funcionario designado compruebe, por medio de los sentidos, la existencia 
de determinados hechos o circunstancias que, en un momento, se dicen 
existentes.

Asimismo, cabe apuntar que la inspección judicial constituye un examen sensorial 
directo realizado por personal del órgano jurisdiccional en cosas u objetos que 
están relacionados con la controversia, tendente a formar convicción sobre su 
estado, situación o circunstancias que tengan relación con el proceso; en tal virtud, 
se tiene que tal prueba es un medio de convicción que consiste en someter las 
cosas, lugares o inclusive personas al examen adecuado de todos los sentidos, 
dado que no sólo se concreta a lo apreciable por la vista, sino que puede abarcar 
el examen directo a través de los otros sentidos, como son olfato, oído, gusto y 
tacto.

Sustenta lo anteriormente expuesto, la jurisprudencia de rubro, contenido y datos 
de localización siguientes:

“INSPECCIÓN JUDICIAL, PRUEBA DE. La prueba de reconocimiento o 
inspección judicial, es un medio de convicción directo, a través de la percepción 
directa, pero momentánea, del órgano jurisdiccional, sobre los lugares, 
personas u objetos relacionados con la controversia. En el desahogo de la 
diligencia se describe el objeto a inspeccionar, haciéndose constar cuál es, sus 
características, señales o vestigios, es decir, sus cualidades o aspectos físicos, 
a fin de crear una reseña lo más cercana a la realidad; luego entonces, la 
finalidad de este elemento de prueba, contingente y momentáneo, es la de 
crear la convicción en el juez, de aspectos reales o cuestiones materiales, 
susceptibles de apreciarse con los sentidos.” (Octava Época, Registro: 215490, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, tesis Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XII, agosto de 1993, Materia: 
Común, página: 459.)

Atento a lo anterior, puede concluirse que la inspección judicial tiene como 
finalidad aclarar o fijar hechos relativos a la contienda establecida en el asunto de 
que se trate y que no requieran, para su desahogo y valoración, 
conocimientos técnicos especiales, tal como se desprende de la simple lectura 
del artículo 332 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, de 
aplicación supletoria al diverso 2 de la Ley de Amparo:

“Artículo 332. Al ofrecerse la prueba de inspección judicial, se deberá señalar e 
identificar los puntos sobre los que debe versar y puede verificarse respecto de 
lugares, bienes muebles e inmuebles, información publicada y de libre acceso 
en internet o personas, y que no requieran de conocimientos técnicos 
especializados, debiendo indicar con toda precisión, la materia u objeto de la 
prueba y su relación con algún punto del debate, sin cuyos requisitos no se 
admitirá.

El reconocimiento o inspección judicial, es el acto contingente y momentáneo, 
en el que la autoridad jurisdiccional, a través de sus sentidos, da fe de aspectos 
reales o cuestiones materiales para crear convicción respecto de los hechos 
materia del litigio.
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Cuando el reconocimiento a cargo de una persona verse sobre algún 
documento, deberá desahogarse en la audiencia de juicio, apercibido que, en 
caso, de no comparecer, se le tendrá por cierto el contenido del mismo.”

Asimismo, es oportuno señalar uno de los principios que rige la prueba es el de 
idoneidad, lo que implica que deba tener relación inmediata con los hechos 
controvertidos, pues sería contrario a la lógica y aun al sentido común, que se 
admitieran y mandaran preparar en el amparo pruebas como la de inspección, 
cuando del cuestionario, del interrogatorio o de los puntos a certificar que deben 
acompañarse desde el ofrecimiento se advirtiera, desde luego y sin dudas, que 
ninguna relación guardan con la litis, o que su desahogo no creara convicción 
alguna en el juzgador respecto de los hechos a probar.

Por lo tanto, cuando sea ofrecido alguno de los medios de convicción de los que 
requieran previa preparación, como lo es la inspección judicial, ha de analizarse 
inmediatamente si dicha prueba guarda íntima relación con los hechos discutidos 
en el juicio de amparo; es decir, si es idónea para acreditar las pretensiones 
constitucionales, para estar en posibilidad de que, en caso de que vaya a ser 
admitida, se prepare su desahogo y, en su defecto, de no estimarse eficaz para 
dilucidar lo pretendido por su oferente, desecharla desde su anuncio.

Las consideraciones anteriores encuentran apoyo en la jurisprudencia número 
P./J. 41/2001, sustentada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, consultable en la página ciento cincuenta y siete del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, tomo XIII, correspondiente a abril de dos mil uno, 
Novena Época, que es del rubro y sinopsis del tenor siguientes:

“PRUEBAS TESTIMONIAL, PERICIAL Y DE INSPECCIÓN OCULAR EN EL 
JUICIO DE AMPARO. CUANDO SU FALTA DE IDONEIDAD PARA EL 
OBJETO QUE SE PROPUSIERON RESULTE PATENTE, EL JUEZ DE 
DISTRITO ESTÁ FACULTADO PARA DESECHARLAS DESDE SU ANUNCIO 
Y NO RESERVARSE HASTA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL. De acuerdo a lo que disponen los artículos 150, 151, 152, 
153, 154 y 155 de la Ley de Amparo; así como 79, 81, 85 y 86 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, estos últimos de aplicación supletoria a los 
juicios de garantías, por disposición expresa del artículo 2o. de la citada ley, en 
el amparo indirecto debe admitirse cualquier medio de prueba que esté 
reconocido por la ley, a excepción de la confesional y de las que fueren contra 
la moral o el derecho; sin embargo, esa facultad de que goza el quejoso para 
ofrecer pruebas no es plena sino que está limitada al cumplimiento de ciertos 
requisitos, entre los que se encuentra el relativo a que el medio de convicción 
ofrecido necesariamente tenga relación inmediata con los hechos 
controvertidos, que no es otra cosa que el principio de idoneidad de la prueba, 
el cual si bien no se prevé en la ley de referencia, sí se contempla en el artículo 
79 del código adjetivo invocado, que resulta aplicable supletoriamente a los 
juicios de garantías. Por tanto, si se ofrece una prueba que no satisfaga este 
requisito, su ofrecimiento resulta contrario a derecho y, en esa hipótesis, el 
juzgador no está obligado a admitirla en términos de lo previsto en los 
mencionados artículos 150 y 79, sino que desde su anuncio, según se trate de 
alguno de los medios de convicción de los que requieran previa preparación, 
como la testimonial, la pericial o la inspección ocular, puede y debe desecharla, 
sin esperar para ello hasta la celebración de la audiencia constitucional. 
Empero, para tomar esta decisión el Juez de Distrito debe tener singular 
cuidado a fin de no dejar sin defensa al oferente, pues tal determinación debe 
tomarse en cuenta sólo cuando no haya duda razonable de que la prueba 
ofrecida nada tiene que ver con la controversia, y en este punto, el Juez debe 
actuar con amplitud de criterio más que con rigidez.”
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Sentado lo anterior, se advierte que la quejosa ofrece la prueba de inspección 
judicial a fin de que se verifique la cercanía de viviendas, la existencia de 
maquinarias, emisión de polvo, ruido y tránsito pesado, respecto a la operación de 
la bloquera ubicada en el Barrio Los Tres Reyes, Municipio de General Felipe 
Ángeles; sin embargo, como ya se mencionó, dicho medio de convicción no es 
idóneo para acreditar el acto reclamado.

Se hace tal afirmación, ya que la inspección solamente sería apta para que el 
funcionario designado advierta a través de sus sentidos si se está llevado a cabo 
el funcionamiento de dicha bloquera, pero en el presente juicio el acto reclamado 
versa sobre la omisión de contestar el escrito con sello de recepción de veintiuno 
de abril de dos mil veintiséis, pues eso no se podría advertir a simple vista.

Entonces, dado que la prueba de inspección judicial, por sí sola no es idónea para 
acreditar el acto reclamado, es evidente que carece de idoneidad, lo que 
constituye un motivo para desecharla.

Acto seguido, se abre el período de pruebas: la secretaria hace relación de las 
pruebas ofrecidas por las partes.

El Juez acuerda: con fundamento en los artículos 123 y 124 de la Ley de Amparo, 
se tienen por ofrecidas, admitidas y desahogadas las pruebas ofrecidas.

A continuación, se abre el período de alegatos: se abre la etapa de alegatos y 
la Secretaria hace constar que la parte quejosa formuló alegatos y que la agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrita a este órgano jurisdiccional no 
presentó el pedimento que a su representación legal compete.

El Juez acuerda: se tiene por hecha la relación secretarial que antecede y, con 
fundamento en el artículo 124 de la Ley de Amparo, se declara cerrado el periodo 
de alegatos y desahogada la audiencia constitucional. 

Al no existir diligencia pendiente, se tiene por celebrada la presente etapa de la 
audiencia constitucional y procede a emitir:

SENTENCIA DEFINITIVA

VISTOS, para resolver los autos del juicio de amparo 770/2026-I, promovido por 
******* ******* ** ****** * ***** , por propio derecho, en contra del acto que 
reclamó del Presidente Municipal del Ayuntamiento de General de Felipe Ángeles, 
Puebla.

I. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO

1. Mediante escrito presentado el dieciocho de mayo de dos mil veintiséis, a través 
del buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de 
Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativo y de Trabajo y de Juicios 
Federales en el Estado de Puebla, turnado a este órgano jurisdiccional el 
diecinueve de mayo de dos mil veintiséis, la parte quejosa solicitó el amparo y la 
protección de la Justicia Federal en contra de la autoridad responsable y respecto 
del acto reclamado que se precisa adelante.
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2. En proveído de veinte de mayo del año en curso, se ordenó radicar el juicio con el 
número de expediente 770/2026-I, se previno a la parte quejosa a fin de que 
subsanara los errores de su demanda de amparo.

3. Por auto de veintiocho de mayo siguiente, se ordenó ratificar el contenido y firma 
del escrito por el cual pretendía dar cumplimiento a la prevención formulada, por lo 
que en acuerdo de cuatro de junio pasado, se realizó una nueva prevención a raíz 
de nuevos hechos expresados por la parte quejosa.

4. En cumplimiento a lo anterior, el doce de junio de dos mil veinticinco, se admitió a 
trámite la demanda; se dio la intervención que le corresponde a la agente del 
Ministerio Público de la Federación de la adscripción; se requirió a la autoridad 
responsable su informe justificado; y se señaló día y hora para el desahogo de la 
audiencia constitucional, la cual, previo diferimiento, se llevó a cabo en términos del 
acta que antecede.

II. COMPETENCIA

5. El Juzgado Séptimo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de 
Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, es competente para 
resolver el presente juicio de amparo, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 94, 103, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35, 37 y 107 de la Ley de Amparo; 54 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; en relación con los Acuerdos Generales 3/2013 y 
32/2018; el primero de ellos, relativo a la determinación del número y límites 
territoriales de los Distritos y Circuitos Judiciales en que se divide la República 
Mexicana, y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de 
los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, y el segundo, en lo que 
interesa, relativo a la creación de este Juzgado de Distrito, así como su 
competencia y especialización; ambos, emitidos por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, y publicados en el Diario Oficial de la Federación el quince de 
febrero de dos mil trece, y el veintinueve de octubre de dos mil dieciocho, 
respectivamente.

III. PRECISIÓN DEL ACTO RECLAMADO

6. Del estudio integral de la demanda de amparo1, y con base en lo dispuesto en el 
artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo2, se precisa:

Autoridad responsable: Presidente Municipal del Ayuntamiento de General de 
Felipe Ángeles, Puebla. 

Acto reclamado. La omisión de dar contestación al escrito con sello de recepción 
de veintiuno de abril del año en curso.

1 Apoya lo anterior, el criterio sustentado por el Pleno de Suprema Corte de Justicia de la Nación:
“ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO.”
Registro: 181810.

2 “Artículo 74. La sentencia debe contener:

I. La fijación clara y precisa del acto reclamado;
(…)”
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IV. EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO

7. Es cierto el acto reclamado que se atribuye a la autoridad responsable, pues si 
bien, no rindió su informe justificado, a pesar de estar notificado, lo que en 
principio conduciría a presumir la certeza del acto reclamado, en términos del 
artículo 117, párrafo cuarto, de la Ley de Amparo.3.

8. Sustenta lo anterior, el siguiente criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicado en la página 9, Volumen XLV, Tercera Parte, 
Sexta Época del Semanario Judicial de la Federación, de rubro y texto:

“ACTO RECLAMADO. PRESUNCIÓN DE SER CIERTO. Si bien es 
verdad que el artículo 149 de la Ley de Amparo estatuye que la falta de 
informe de la autoridad responsable establece la presunción de ser cierto 
el acto reclamado, también lo es que tal presunción opera "salvo prueba 
en contrario", según precisa el propio precepto. Consecuentemente, la 
citada presunción de certeza puede no producirse si, en opinión del 
juzgador, existen pruebas que la desvirtúen, en cuya hipótesis el 
inconforme con dicha opinión deberá impugnarla y demostrar que los 
elementos que el mencionado juzgador tomó en consideración, son 
ineptos para invalidar la presunción de que se viene hablando.”

9. Asimismo, se estima pertinente invocar como hecho notorio4  el informe previo 
rendido por la autoridad responsable, en el incidente de suspensión derivado del 
presente juicio de amparo, en el cual aceptó el acto reclamado. 

10. Tomando en consideración que la autoridad responsable, ****** ** ***** **** en 
su carácter de Presidente del Municipio de General Felipe Ángeles, Puebla, fue 
omiso en rendir el informe justificado solicitado, hágase efectivo el apercibimiento 
decretado en el auto de doce de junio de dos mil veintiséis; esto es, se le impone 
una multa de doscientas treinta unidades de Medidas de Actualización, lo 
anterior con fundamento en el artículo 260, fracción II, de la Ley de Amparo.

11. Una vez que quedé firme la presente determinación, envíese el oficio 
correspondiente al Servicio de Administración Tributaria, a fin de que haga el 
cobro de la multa impuesta.

V. PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO

12. Ante todo, debe tenerse presente que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
625 de la ley de la materia, las causas de improcedencia del juicio de amparo 
deben analizarse preferentemente al fondo del asunto,6 ya sea que las aleguen las 

3 “Artículo 117.
(…)
Los informes rendidos fuera de los plazos establecidos en el párrafo primero podrán ser tomados en cuenta si el quejoso 
estuvo en posibilidad de conocerlos. Si no se rindió informe justificado, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo 
prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí 
mismo violatorio de los derechos humanos y garantías a que se refiere el artículo 1o de esta Ley…”
4 Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 16/2018 (10a.) sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, página 10, Tomo I, Junio 
de 2018, que dice: “HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS 
SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES 
(SISE).”
5 “Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de 
amparo.”
6 Al respecto, es ilustrativa la jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, consultable 
en la página 553, Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1995, parte Tribunales Colegiados de 
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partes o que se adviertan de oficio, por tratarse de una cuestión de orden de 
público, sin que en el presente asunto exista motivo de improcedencia que 
hubieren hecho valer las partes, ni la suscrita Juzgadora lo advierte de oficio.

VI. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

13. Ahora, al no advertirse de oficio o a petición de parte alguna causa de 
improcedencia, se procede al estudio del acto reclamado, para lo cual, en primer 
término, debe tenerse presente que la parte quejosa argumentó, esencialmente, 
que la autoridad ha omitido dar contestación al escrito presentado el veintiuno de 
abril de dos mil veintiséis, lo que se traduce en una vulneración al derecho de 
petición que ejerció en términos del artículo 8º de la Constitución Federal.

14. El concepto de violación sintetizado es fundado, en atención a las siguientes 
consideraciones.

15. Previamente, es necesario traer a colación diversas consideraciones respecto del 
derecho de petición, para lo cual debe acudirse al contenido del numeral 
constitucional en cita:

“Artículo 8º. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el 
ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por 
escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo 
podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien 
se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve 
término al peticionario.”

16. Los requisitos establecidos constitucionalmente para formular una petición ante las 
autoridades del Estado y obtener una respuesta en breve término son los 
siguientes. 

- Formularse por escrito. 
- Hacerse de manera pacífica.
- Dirigida con respeto.  

17. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las autoridades del 
Estado se encuentran obligadas a dar respuesta a los escritos peticionarios de las 
personas, la cual debe ser congruente y emitida en un plazo razonable, que deberá 
dar a conocer al solicitante. 

18. Lo anterior no significa que la contestación a la petición deba ser en el sentido 
expresado por el interesado, pues en atención al principio de legalidad, la autoridad 
únicamente podrá resolver respecto de aquellas cuestiones que sean de su 
competencia, y en los términos que fundada y motivadamente estime conducentes.

19. Sirven de apoyo, las tesis cuyo rubro, texto y datos de identificación son los 
siguientes:

Circuito, que dice: “IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO. Las causales de improcedencia del 
juicio de amparo, por ser de orden público deben estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que sea la 
instancia.”
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“PETICIÓN, DERECHO DE. FORMALIDADES Y REQUISITOS. La garantía 
que otorga el artículo 8o. constitucional no consiste en que las peticiones se 
tramiten y resuelvan sin las formalidades y requisitos que establecen las leyes 
relativas; pero sí impone a las autoridades la obligación de dictar a toda 
petición hecha por escrito, esté bien o mal formulada, un acuerdo también por 
escrito, que debe hacerse saber en breve término al peticionario.”7

“PETICIÓN, DERECHO DE. NO CONSTRIÑE A RESOLVER DE 
CONFORMIDAD. Las garantías del artículo 8o. constitucional tienden a 
asegurar un proveído sobre lo que se pide y no a que se resuelvan las 
peticiones en determinado sentido.”8

“PETICIÓN. EL DERECHO RELATIVO NO IMPLICA QUE LAS 
AUTORIDADES LA RESUELVAN EN UN DETERMINADO SENTIDO. El 
derecho de petición, consagrado en el artículo 8o. constitucional, no implica 
que las autoridades emitan su resolución precisamente en el sentido expresado 
por los interesados, puesto que tal garantía sólo obliga a contestar 
oportunamente, en breve término, y por escrito, las promociones que se 
presenten.”9

“CONSULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 34, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE 
DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 5 
DE ENERO DE 2004, NO VIOLA EL DERECHO DE PETICIÓN. El citado 
precepto legal, en cuanto establece que las autoridades fiscales no resolverán 
las consultas fiscales que versen sobre la interpretación o aplicación directa de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe interpretarse 
en el sentido de que las autoridades hacendarias no están facultadas para 
emitir pronunciamientos de fondo que impliquen una interpretación 
constitucional, lo cual no resulta violatorio del derecho de petición que consagra 
el artículo 8o. de la Ley Fundamental, porque no quedan relevadas de su 
obligación de dar respuesta por escrito y en breve término al particular, 
manifestando, en su caso, la imposibilidad jurídica para resolver el fondo de la 
consulta planteada.”10

“INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE CONCEDIÓ POR VIOLACIÓN AL 
DERECHO DE PETICIÓN, NO DEBE EXAMINARSE LA LEGALIDAD DE LA 
RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN 
CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. Ha sido criterio reiterado 
de la anterior Segunda Sala de la Suprema Corte, que la garantía contenida en 
el artículo 8o. constitucional implica que la autoridad ante quien se eleve una 
petición debe emitir una respuesta en breve término, debiendo el acuerdo 
respectivo ser congruente con lo solicitado, advirtiendo, sin embargo, que la 
concesión del amparo no la vincula en forma alguna a que la respuesta deba 
ser favorable a los intereses del peticionario. Por lo tanto, los alcances de la 
ejecutoria de amparo correspondiente impiden al Juez de Distrito y a esta 
Suprema Corte a que, en el procedimiento de ejecución del fallo protector o en 
la inconformidad en contra de la resolución que tenga por cumplida la 
ejecutoria, puedan examinar los motivos o fundamentos que sustenten la 
respuesta, los que, en su caso, deberán ser materia de estudio a través de los 
medios de defensa que procedan en contra de la decisión emitida por la 
autoridad. En consecuencia, deberán quedar sin efecto las consideraciones 
que respecto de la legalidad de la respuesta hubiese externado el Juez de 
Distrito en el auto que tuvo por cumplida la sentencia.”11

“REVOCACIÓN. EL ARTÍCULO 126 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL ESTABLECER LA IMPROCEDENCIA DE ESE RECURSO 
ADMINISTRATIVO CONTRA LOS ACTOS TENDIENTES A HACER 
EFECTIVAS FIANZAS OTORGADAS PARA GARANTIZAR OBLIGACIONES 

7 Época: Quinta Época, Registro: 1001604, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 
2011, Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Séptima Sección - Derecho de petición, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: 94, Página: 979.
8 Tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Quinta Época, publicada en la página 89 del tomo III, del Apéndice del 
Semanario Judicial de la Federación 1995.

9 Tesis XXXIC/92 de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 81 del tomo IX, 
abril de 1992, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

10 Tesis LX/2005 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 236 del tomo 
XXI, junio de 2005, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
11 Tesis CXL/1998 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 434 del tomo 
VIII, Diciembre de 1998, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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FISCALES A CARGO DE TERCEROS, NO VIOLA EL DERECHO DE 
PETICIÓN. El artículo 126 del Código Fiscal de la Federación, al disponer que 
el recurso de revocación no procederá contra actos que tengan por objeto 
hacer efectivas fianzas otorgadas en garantía de obligaciones fiscales a cargo 
de terceros, no viola el derecho de petición consagrado por el artículo 8o. de la 
Constitución, ya que no releva a la autoridad administrativa de la obligación de 
dar respuesta por escrito, en breve término y de manera congruente al escrito 
por el que se interponga el recurso mencionado en contra de los actos 
aludidos, respuesta que no tiene que ser favorable al gobernado, ni 
necesariamente conceder lo solicitado y, mucho menos, examinar lo planteado 
respecto a la legalidad de tales actos, pues basta el acuerdo escrito que 
determine la improcedencia legal del recurso para satisfacer la obligación de 
dar contestación congruente a la petición del gobernado. Además, la 
determinación legal de la improcedencia del recurso de revocación contra los 
actos citados no significa que el gobernado afectado quede imposibilitado 
conforme a derecho para elevar una petición de revocación o nulidad de esos 
actos a través del medio de defensa procedente, como lo es el juicio 
contencioso administrativo de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación, 
según lo dispuesto por los artículos 95 de la Ley Federal de Instituciones de 
Fianzas, 197 y 207 del Código Fiscal de la Federación y 11, fracción IX de la 
Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, en el que tendrá que 
dictarse una sentencia en la que, de no existir impedimento legal, se analizarán 
los planteamientos de nulidad que se hagan valer en la demanda.”12

20. Asimismo, es de destacar que la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 2768/2015, estimó que 
históricamente el derecho de petición ha sido concebido como un mecanismo 
esencial para el funcionamiento de la democracia, debido a que constituye una vía 
a través de la cual los gobernados pueden informar al gobierno sobre sus 
problemas y, por ende, la correspondiente obligación del Estado de responder, por 
lo menos, que se ha enterado de los mismos.

21. Incluso, señaló que el derecho de petición, en el que esencialmente se tutela la 
condición a cargo del Estado de dar contestación a los solicitado por los 
gobernados, sin que ello conduzca a que se resuelva favorablemente sus 
solicitudes, difiere de una acción administrativa, en la medida en que se tratan de 
medios autónomos diferentes entre sí.

22. Lo anterior, puesto que la acción tiene como finalidad, de quien la promueve, la 
obtención de un resultado en concreto, en concordancia con una porción 
normativa; mientras que la petición únicamente garantiza que la autoridad –
Estado– otorgue una contestación, sin que exista obligación que la misma sea en 
un determinado sentido, pero siempre que se encuentre debidamente fundada y 
motivada.

23. De ese modo, una acción administrativa posibilita a los gobernados a pedir un 
determinado resultado; siendo que, en el supuesto de ser desfavorable a los 
intereses del promovente, se podrá solicitar o exigir mediante la vía recursal o 
jurisdiccional; mientras que la petición no lo permite.

24. En ese sentido, el Alto Tribunal estableció que el derecho de petición guarda como 
finalidad esencial y primordial, la obtención del gobernado de una respuesta 
concreta de la autoridad ante un planteamiento específico; siendo que los 

12 Tesis XCIC/99 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el tomo X, diciembre de 
1999, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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recursos administrativos son impugnaciones a la legalidad de los actos de 
autoridad que se encaminan, esencialmente, a conseguir su nulidad o modificación.

25. Por ende, el derecho de petición no se concibe como un mecanismo de sustitución 
de los procedimientos o recursos –administrativos o judiciales– establecidos para la 
revisión de las determinaciones administrativas; sino que aquél fue enderezado a 
satisfacer un objetivo plenamente distinguible, la prerrogativa de los gobernados 
a recibir una contestación –congruente, motivada y fundada– respecto de una 
solicitud o planteamiento formulado –respetuosamente y por escrito– a los 
órganos del Estado.

26. Además, es pertinente destacar que si bien el derecho de petición no obliga a la 
autoridad a contestar en los términos que lo solicita la persona peticionaria, sí tiene 
como alcance que ésta resuelva de forma congruente con lo solicitado, esto es, en 
atención a la cuestión que le fue planteada y mediante una respuesta coherente a 
ella, o bien, deberá manifestar la imposibilidad que se tiene para hacerlo.

27. En consecuencia, no podrá considerarse que se cumple con tal derecho cuando la 
autoridad emite resoluciones que difieren injustificadamente la resolución de lo 
pedido sin abordar la petición manifestada.

28. Por tanto, si en el juicio de amparo la quejosa alega violaciones al derecho de 
petición, el estudio de constitucionalidad del acto reclamado no deberá atender solo 
a si a la petición formulada por el gobernado le recayó una respuesta, sino si ésta 
guarda congruencia con lo solicitado.

29. Sirven de sustento a lo anterior, los siguientes criterios de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

“PETICIÓN. PARA RESOLVER EN FORMA CONGRUENTE SOBRE LO 
SOLICITADO POR UN GOBERNADO LA AUTORIDAD RESPECTIVA DEBE 
CONSIDERAR, EN PRINCIPIO, SI TIENE COMPETENCIA.”13

“INCONFORMIDAD. ES FUNDADA CUANDO LAS RESPONSABLES, 
OBLIGADAS A CONTESTAR LA PETICIÓN DEL QUEJOSO, SE CONCRETAN A 
EMITIR ACUERDOS QUE EN VEZ DE RESOLVER CONGRUENTEMENTE LA 
PETICIÓN, SÓLO TIENDEN A DIFERIR LA RESOLUCIÓN.”14

➢ Caso concreto.

30. Expuesto lo anterior, se desprende que, la parte quejosa esencialmente elevó una 
petición la cual fue presentada ante la autoridad responsable Presidente Municipal 
del Ayuntamiento de General de Felipe Ángeles, Puebla, el veintiuno de abril del 
año en curso, sin que a la fecha se tenga respuesta a dicha petición.

31. Al respecto, de una revisión a las constancias que integran el juicio de amparo que 
se resuelve, se advierte que la autoridad responsable, fue omisa en dar 

13 Jurisprudencia 183/2006 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 207 
del tomo XXIV, diciembre de 2006, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

14 Tesis LXVIII/2000 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 160 del tomo 
XII, julio de 2000, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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contestación [en sentido positivo o negativo] al referido punto petitorio, y que 
incluso en el informe previo manifestó que no había emitido respuesta alguna por la 
carga de trabajo que tiene; por lo que con fundamento en el artículo 77, fracción I, 
de la Ley de Amparo, lo procedente es conceder el amparo solicitado, para el 
efecto que se precisará en el siguiente considerando.

VII. DECISIÓN

32. Por tanto, a fin de restituir a la parte quejosa en el pleno goce del derecho 
fundamental transgredido, con apoyo en el artículo 77 de la Ley de Amparo, se 
concede la protección constitucional solicitada, para que el Presidente Municipal 
del Ayuntamiento de General de Felipe Ángeles, Puebla, una vez que cause 
ejecutoria esta sentencia realice lo siguiente:

✓ Proceda a dar respuesta, de forma congruente, exhaustiva, fundada y 
motivada, a la solicitud que la parte quejosa le formuló mediante escrito 
escrito presentado el veintiuno de abril de dos mil veintiséis, partiendo de 
la base que el derecho de petición únicamente obliga a la autoridad a 
pronunciarse sobre la solicitud que se le formule, más no a que se 
dicte conforme a sus pretensiones y, hecho lo anterior, se lo notifique 
dentro del plazo legal y como corresponda.

33. En el entendido que el derecho fundamental de petición únicamente obliga a las 
autoridades a pronunciarse sobre la solicitud que se le formule más no a que se 
dicten conforme a sus pretensiones.

34. Sustenta a lo anterior, la jurisprudencia número 130, visible en la página 89, del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Apéndice de 1917 a 1995, 
Tomo III, Materia Administrativa, de epígrafe y sinopsis siguientes: 

“PETICIÓN, DERECHO DE. NO CONSTRIÑE A RESOLVER DE 
CONFORMIDAD.- Las garantías del artículo 8o. Constitucional tienden a 
asegurar un proveído sobre el que se pide y no a que se resuelvan las 
peticiones en determinado sentido.”

VIII. DECISIÓN DE LECTURA FÁCIL PARA LAS PARTES.

35. Señores  ******* ******* ** ******* ******** **** ******** *** ********* **** 
******* ***** ********* ******* * *** ***** **** ******* , me correspondió 
analizar la demanda de amparo que promovieron y advertí que la autoridad 
responsable no ha dado respuesta a la petición que le plantearon, motivo por el 
cual, decidí concederles el amparo y protección de la Justicia Federal  a fin de que 
la autoridad responsable dé contestación a su escrito de veintiuno de abril de dos 
mil veintiséis.

36. Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos 73, 74, 75, 76, 77, 
124 y 217 de la Ley de Amparo, se

IX. RESUELVE:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ******* ******* ** ******* 
******** **** ******** *** ********* **** ******* ***** ********* ******* * 
*** ***** **** *******, respecto del acto cuya constitucionalidad se analizó en 
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el punto VI de esta resolución, para los efectos precisados en el apartado VII de 
este fallo.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma electrónicamente Jorge Arroyo Martínez, Juez Séptimo de 
Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios 
Federales en el estado de Puebla, ante Mirna Sánchez Paz, Secretaria que 
también firma de manera electrónica para autorizar y dar fe. Doy fe.

Nora
26631
Con fundamento en el artículo 28 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial que 
regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 
competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano, se asienta que la presente resolución se 
firma en la fecha y hora que obra en la evidencia criptográfica, puesto que así lo permitieron las labores del 
juzgado.
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aEl tres de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Mirna Sánchez Paz,

Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia
de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y Juicios Federales en el Estado
de Puebla, hago constar y certifico que en esta versión pública no existe
información clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


